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       SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio veintisiete de dos mil nueve
Expediente: 66001-22-13-004-2009-00070-00

Acta Nº 339 de julio 27 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por el señor John Jairo López García contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, a la que fueron vinculados el Juzgado Civil del Circuito de esa misma localidad, María Rubiela Blandón y Marleny Grisales Hernández.

ANTECEDENTES

El señor John Jairo López García, obrando en su propio nombre, manifestó que promueve esta acción de tutela contra “la sentencia del 28 de noviembre de 2003” proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas porque considera que le está causando un mal irremediable, violando su derecho a la vivienda y amenazando su patrimonio económico.
Dijo para ello que en esa sentencia, proferida dentro de un proceso ordinario de pertenencia seguido en su contra, se incurrió en múltiples vicios jurídicos y la actuación del juez dejó mucho que desear y ahora es utilizada en un proceso reivindicatorio, radicado al número “2008-008”, que se adelanta ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, “donde se presenta la amenaza” de sus derechos.

Siguió con una “relación histórica” de lo que ha hecho para defenderse desde cuando se radicó la demanda de pertenencia mencionada, y con una síntesis de los defectos que en su criterio se presentaron en ese proceso, por los cuales instauró una acción de esta misma naturaleza que le fue parcialmente favorable; agregó que el 19 de marzo de 2008 presentó una denuncia ante la fiscalía y allí le fue solicitada una documentación al Juzgado Civil del Circuito, pero como este despacho no respondió tuvo que presentar otra acción de tutela para que lo hiciera.
Pidió, en consecuencia, que se revoque “la sentencia que me está causando un mal irremediable ya que la sentencia del 28 de noviembre de 2003 esta (sic) como prueba procesal de un nuevo proceso reivindicatorio radicado con el número 008-2008 tramitado en el juzgado segundo civil municipal de Dosquebradas”.
Por lo confuso de la demanda se requirió al actor para que aclarara contra quien iba dirigida y en su intervención del 10 de julio de 2009 señaló que contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas porque es allí donde se le está adelantando un nuevo proceso por causa de la sentencia del 28 de noviembre de 2003; sin embargo, añadió que la violación de sus derechos “no viene por culpa del juzgado” sino de la sentencia, aunque ese despacho judicial no le ofrece muchas garantías porque hay una documentación que tiene una fecha que corresponde a una época de vacancia judicial; agregó que lo que quiere es que el Juzgado Segundo Civil Municipal espere a que termine la investigación de la fiscalía para tomar alguna determinación; y respecto del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas dijo que no era contra él que accionaba, pero sí contra la sentencia proferida por ese despacho que es la que le viene causando perjuicios.
En vista de esas manifestaciones optó la Sala por darle trámite a la acción y vincular al Juzgado Civil del Circuito, así como a las partes involucradas en ambos procesos; además ordenó la práctica de una inspección judicial y negó la solicitud de medida provisional.
Valga anotar que a una de las intervinientes, concretamente a la señora María Rubiela Blandón, se le hizo saber de la iniciación de este trámite por medio del apoderado que la representa actualmente en el proceso reivindicatorio que cursa en el Juzgado Segundo Civil Municipal en vista de la manifiesta dificultad para notificarle de manera directa el contenido de la providencia respectiva. Éste profesional se pronunció e hizo saber que ya en otra ocasión el señor López García había instaurado otra acción de este tipo en contra suya y de la poderdante, que fue negada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, según copia que aportó.
Se practicó inspección judicial al expediente que contiene el proceso ordinario reivindicatorio que ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas instauró María Rubiela Blandón contra Jhon Jairo López García, del que se obtuvieron las copias que se estimaron necesarias.
Por su parte, el titular del Juzgado Civil del Circuito de esa localidad dijo que desconoce los derechos fundamentales que el actor considera vulnerados con la sentencia ya referida pero que, en todo caso, el señor López García ya había tramitado por esa misma causa una acción de tutela resuelta en primera y segunda instancia y no conoce que hayan surgido nuevas circunstancias alrededor de esa decisión.
Ahora se procede a decidir, previas las siguientes,
CONSIDERACIONES
  



El señor John Jairo López García instauró acción de tutela contra los Juzgados Civil del Circuito y Segundo Civil Municipal de Dosquebradas buscando la protección de algunos derechos fundamentales que estima vulnerados por esos despachos judiciales. 

   



De acuerdo con su propia información, se dispuso traer a este expediente la solicitud de una protección similar elevada por él y resuelta por otra Sala de Decisión de esta Corporación, sentencia confirmada luego por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia.  Tal petición fue presentada el 19 de mayo de 2004. 

   



Pues bien, para arribar a la conclusión de que esta acción debe fracasar en lo que atañe al Juzgado Civil del Circuito, bastaría retomar lo dicho por el accionante en aquella oportunidad, los derechos invocados y su pretensión, para confrontarlos con los de ahora y ver cómo son similares. Veamos. 

   



En su intervención ante el Juzgado Primero Penal Municipal de esta localidad, que le recibió verbalmente su queja (f. 65 y 66), dijo: 

  


“…considero que se me violaron derechos fundamentales dentro de la sentencia que fuera proferida por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS el día 28 de Noviembre del 2003. Dentro del proceso ordinario de pertenencia que fue instaurado por la señora María Rubiela Blandón, persona que dice tener pleno derecho y dominio sobre un patrimonio de familia no embargable, no negociable, no prescriptible, es decir que no puede ser prescrito a favor de nadie mientras esté vigente el patrimonio de familia… Dentro del proceso que ya mencioné tuve tres abogados por amparo de pobreza y yo no observé buena fe de parte de ellos porque no consideraron el proceso de mayor importancia y sólo yo he intervenido personalmente…”.

   



Al preguntársele qué pretendía con la acción respondió: “Que sea anulada la sentencia que fue proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas sin tener en consideración el patrimonio de familia no embargable…”; además, pidió que se anulara una orden de entrega del inmueble. Y respecto de los derechos que consideraba violados adujo que eran los de vivienda, igualdad y debido proceso.

  



La demanda de ahora relata básicamente lo siguiente: 

  


“No 1- Relacionado la sentencia del 28 de noviembre de 2003 proferida dentro de un proceso ordinario de pertenencia radicado 107-2000 tramitada en el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas sopena observarse que esta (sic) contaminada de múltiples vicios jurídicos y donde la actuación del juez deja mucho que desear.

  


No 2- La sentencia del 28 de noviembre de 2003 con protocolo notarial mediante escritura pública número 6560 FECHA 18 DE OCTUBRE 2007 tramitada en la Notaría Cuarta del Círculo del municipio de Pereira, esta (sic) como prueba procesal de un proceso ordinario REIVINDICATORIA RADICADO No 2008-008 proceso que se adelanta en el juzgado segundo civil municipal Dosquebradas Risaralda y es este despacho donde se presenta la amenaza de mis derechos legales y fundamentales por la referenciada sentencia.

  


No 3- Con la intención de aclarar que la sentencia con FECHA 28 DE NOVIEMBRE DE 2003 y que ES OBJETO DE ESTA ACCIÓN me permito hacer una relación histórica de todo lo que yo, JOHN JAIRO LOPEZ GARCIA he hecho para defender mis derechos fundamentales que desde la fecha que se admitió la demanda radicada 107-2000 y con sentencia ya reseñada desde esa fecha hasta hoy, adjunto algunos documentos que dan fe de todo lo expuesto…”.

   



Agregó cada uno de los documentos anunciados y finalmente pidió que, con fundamento en los hechos relatados, proceda la sala a “Revocar la sentencia que me está causando un mal irremediable ya que la sentencia del 28 de noviembre de 2003 está como prueba procesal de un nuevo proceso reivindicatorio radicado con el número 008-2008 tramitado en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas.”.

  



Terminó señalando que los derechos fundamentales que se le vulneran son el de defensa, porque los abogados que le fueron nombrados en el trámite del proceso ante el Juzgado Civil del Circuito no asumieron su defensa, el debido proceso y la vivienda digna. Y en la intervención posterior para la que fue llamado por la Sala ratificó que lo que le causa agravio es la sentencia del 28 de noviembre de 2003.
   



Es decir, que hay identidad de partes pues el accionante en ambos casos es John Jairo López García y el accionado el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas; identidad de objeto, ya que lo que se pidió en aquella ocasión fue la anulación de la sentencia del 28 de noviembre de 2003, proferida por ese despacho judicial y ahora lo que se intenta es, con el mismo efecto, que se revoque esa sentencia; identidad de hechos, si bien en esa oportunidad señaló que la sentencia recayó sobre un bien cobijado con un patrimonio de familia inembargable, que es lo mismo que sostiene en la presente demanda, y que su derecho de defensa se vio cercenado por la inactividad de los apoderados que lo representaron, argumento que también esgrime en la actualidad.  

   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional 
:

   


“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemte todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
   



Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, porque además de la triple identidad mencionada (de sujetos, hechos y objeto), no hay una razón que justifique la promoción de una nueva acción con el mismo propósito, si se tiene en cuenta que en la providencia proferida por esta Corporación el 2 de junio de 2004, ratificada luego por el superior funcional, analizó la legalidad de la sentencia del 28 de noviembre de 2003, proferida por el Juzgado Civil del Circuito y señaló, con claridad, que: 

“La sentencia que dio origen a la acción de tutela es una providencia razonable, en ella se adoptó una interpretación jurídica en relación con el asunto controvertido, la que en ningún momento se puede tachar de arbitraria, es decir, que obedezca a la mera voluntad o capricho del Juzgado accionado y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho. 

De acuerdo con esas pruebas la Sala concluye que el funcionario demandado no desconoció el principio de legalidad que amerite la intervención del juez constitucional, pues la tutela, de acuerdo con la cita jurisprudencial que se ha traído a esta sentencia, no procede contra decisiones judiciales a no ser que el funcionario hubiese incurrido en una vía de hecho que afecte el debido proceso, lo que aquí no aconteció.”
 

   



Puestas así las cosas, hubiera podido acudirse a la aplicación del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que dispone que “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”.  Sin embargo, ante la confusión generada por el mismo actor que involucra ahora a un despacho judicial diferente como autor de la violación o de la amenaza, se prefirió surtir el trámite correspondiente, lo que no es óbice para que se diga entonces, que en lo atinente al Juzgado Civil del Circuito y a su sentencia del 28 de noviembre de 2003, hay cosa juzgada, lo que da al traste con las pretensiones que en esta oportunidad se plantean en su contra, es decir, que ya no es posible por esta vía acceder a lo que se suplica que es la revocatoria de la mencionada providencia, ya sometida al escrutinio de los jueces constitucionales.
  



Y si ello es así, como lo es, mucho menos puede abrirse paso la presente acción en contra del Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas del que, aparte de una equivocación en una fecha, que por cierto fue corregida como se advirtió en la inspección judicial practicada, no se denuncia ningún otro hecho que trasgreda sus derechos fundamentales, con excepción de que allí fue aportada como prueba copia de la sentencia del 28 de noviembre de 2003 proferida por el Juzgado Civil del Circuito en el proceso de pertenencia, lo que por sí solo no pueda calificarse como una vía de hecho, o como se denominan hoy causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, en ninguna de sus modalidades (defecto sustantivo, orgánico o procedimental; defecto fáctico; error inducido o por consecuencia; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente y violación directa de la Constitución), mucho menos cuando esa prueba ni siquiera ha sido valorada por el juzgado porque el proceso apenas se encuentra en la etapa de práctica de las que fueron pedidas.

  



De manera que si la amenaza de los derechos fundamentales se cierne sobre la apreciación que se le dé por el Juzgado Segundo Civil Municipal a la aludida sentencia, según lo que afirmó el propio demandante, y esa providencia ya hizo tránsito a cosa juzgada en sede civil y constitucional, no puede afirmarse que ese despacho judicial le esté vulnerando o amenazando derecho alguno. 

  



Ahora, que ese ente judicial deba esperar para adoptar cualquier decisión a que la fiscalía se pronuncie en lo que tiene que ver con la denuncia por él formulada, no es un asunto que se pueda definir en sede de tutela; para eso existe el mecanismo legal que es el de la prejudicialidad que le puede ser planteado a la juez, y será ella la que en su sano criterio decida si es viable o no declarar la suspensión del proceso ordinario civil.
  



En consecuencia, la acción de tutela tiene que despacharse desfavorablemente.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley NIEGA la protección invocada, en su propio nombre, por John Jairo López García contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, a la que fueron vinculados el Juzgado Civil del Circuito de esa misma localidad, María Rubiela Blandón y Marleny Grisales Hernández.

Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS










� Así lo expuso en la sentencia T-231-08, en la que transcribió apartes de la sentencia SU-713 de 2006.





�   Subrayado por fuera del texto legal.


�   Folio 6
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